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I.	 Introducción de la Causa

1.	 El 17 de marzo de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en ade-

lante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte Interamerica-

na una demanda contra el Estado del Paraguay (en adelante “el Estado” o “Paraguay”), 

la cual se originó en la denuncia Nº 12.313, recibida en la Secretaría de la Comisión el 10 

de enero de 2000.

2.	 La Comisión presentó la demanda con base en los artículos 51 y 61 de la Conven-

ción Americana, con el fin de que la Corte decidiera si el Paraguay violó los artículos 4 

(Derecho a la Vida); 8 (Garantías Judiciales); 21 (Derecho a la Propiedad Privada) y 25 

(Protección Judicial) de la Convención Americana, en relación con las obligaciones esta-

blecidas en los artículos 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) y 2 (Deber de Adoptar 

Disposiciones de Derecho Interno) de la misma, en perjuicio de la Comunidad indígena 

Yakye Axa del Pueblo Enxet-Lengua (en adelante la “Comunidad indígena Yakye Axa”, la 

“Comunidad Yakye Axa”, la “Comunidad indígena” o la “Comunidad”) y sus miembros. 

La Comisión alegó que el Estado no ha garantizado el derecho de propiedad ancestral 

de la Comunidad indígena Yakye Axa y sus miembros, ya que desde 1993 se encontraría 

en tramitación la solicitud de reivindicación territorial de la citada Comunidad, sin que 

se haya resuelto satisfactoriamente. De acuerdo con lo manifestado por la Comisión en 

su demanda, lo anterior ha significado la imposibilidad de la Comunidad y sus miembros 

de acceder a la propiedad y posesión de su territorio y ha implicado mantenerla en un 

estado de vulnerabilidad alimenticia, médica y sanitaria, que amenaza en forma continua 

la supervivencia de los miembros de la Comunidad y la integridad de la misma.

[…]

VII.	C onsideraciones Previas

51.	 Debido a que el presente caso trata sobre los derechos de los miembros de una 

comunidad indígena, la Corte considera oportuno recordar que, de conformidad con 

los artículos 24 (Igualdad ante la Ley) y 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la 

Convención Americana, los Estados deben garantizar, en condiciones de igualdad, el 

pleno ejercicio y goce de los derechos de estas personas que están sujetas a su jurisdic-

ción. Sin embargo, hay que resaltar que para garantizar efectivamente estos derechos, 

al interpretar y aplicar su normativa interna, los Estados deben tomar en consideración 

las características propias que diferencian a los miembros de los pueblos indígenas de 
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la población en general y que conforman su identidad cultural. El mismo razonamiento 

debe aplicar la Corte, como en efecto lo hará en el presente caso, para valorar el alcance 

y el contenido de los artículos de la Convención Americana, cuya violación la Comisión y 

los representantes imputan al Estado.

VIII.	 Violación de los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana (Garantías Judiciales y Protección Judicial) 
en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma

[…]

62.	 Los recursos efectivos que los Estados deben ofrecer conforme al artículo 25 de la 

Convención Americana, deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debi-

do proceso legal (artículo 8 de la Convención), todo ello dentro de la obligación general 

a cargo de los mismos Estados de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 

reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción177. 

En este sentido, la Corte ha considerado que el debido proceso legal debe respetarse en 

el procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda 

afectar los derechos de las personas178.

63.	 En lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los Estados otorguen 

una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus caracterís-

ticas económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho 

consuetudinario, valores, usos y costumbres (supra párr. 51).

[…]

a)	 Existencia de un procedimiento efectivo para la reivindicación de tierras 

indígenas

[…]

177	 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C Nº 120, párr. 76; Caso 

19 Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C Nº 109, párr. 194, y Caso Las Palmeras. Sentencia 

de 6 de diciembre de 2001. Serie C Nº 90, párr. 60.

178	 Caso Baena Ricardo. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C Nº 72, párr. 127.
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iii.	 Proceso administrativo de reivindicación de tierras 

[…]

82.	 La Corte considera que el otorgamiento de personería jurídica sirve para hacer ope-

rativos los derechos ya existentes de las comunidades indígenas, que los vienen ejercien-

do históricamente y no a partir de su nacimiento como personas jurídicas. Sus sistemas 

de organización política, social, económica, cultural y religiosa, y los derechos que ello 

apareja, como la designación de sus propios líderes y el derecho a reclamar sus tierras 

tradicionales, son reconocidos no a la persona jurídica que debe inscribirse para cumplir 

con un formalismo legal, sino a la comunidad en sí misma que la propia Constitución 

paraguaya reconoce como preexistente al Estado.

83.	 La comunidad indígena, para la legislación paraguaya, ha dejado de ser una reali-

dad fáctica para pasar a convertirse en sujeto pleno de derechos, que no se reducen al 

derecho de sus miembros individualmente considerados, sino se radican en la comunidad 

misma, dotada de singularidad propia. La personería jurídica, por su parte, es el mecanis-

mo legal que les confiere el estatus necesario para gozar de ciertos derechos fundamen-

tales, como por ejemplo la propiedad comunal, y exigir su protección cada vez que ellos 

sean vulnerados. 

84.	 En consecuencia, la Corte concluye que la personería jurídica, bajo el derecho in-

terno paraguayo, es otro derecho garantizado a la Comunidad indígena, como sujeto 

de derechos, y por tanto, es irrelevante la fecha en que ésta fue otorgada, a efectos del 

establecimiento del inicio de contabilización del plazo de duración del procedimiento 

administrativo de reivindicación de tierras. Por ello, la Corte tomará en cuenta el 5 de 

octubre de 1993 como fecha de inicio de dicho procedimiento (…).

[…]

86.	 La Corte considera que una demora prolongada, como la que se ha dado en este 

caso, constituye en principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales180. La 

falta de razonabilidad, sin embargo, puede ser desvirtuada por el Estado, si éste expone 

180	 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C N° 120, párr. 69; Caso 

Ricardo Canese, Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C N° 111, párr. 142, y Caso 19 Comerciantes, 

supra nota 177, párr. 191.
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y prueba que la demora tiene directa relación con la complejidad del caso o con la con-

ducta de las partes en el mismo. 

87.	 Basándose en los antecedentes expuestos en el capítulo sobre Hechos Probados, 

la Corte reconoce que el asunto en este caso es complejo y que esto debe tenerse en 

consideración para apreciar la razonabilidad del plazo.

88.	 Sin embargo, el Tribunal advierte que las demoras en el proceso administrativo que 

se examina en la presente Sentencia no se han producido por la complejidad del caso, 

sino por las actuaciones sistemáticamente demoradas de las autoridades estatales. (…)

89.	 De esta manera, este Tribunal considera que a pesar de la demostrada complejidad 

del procedimiento administrativo de reivindicación de tierras en el presente caso, las 

actuaciones de las autoridades estatales competentes no han sido compatibles con el 

principio del plazo razonable.

[…]

95.	 (…) el Convenio Nº 169 de la OIT, incorporado al derecho interno paraguayo me-

diante la Ley Nº 234/93, en su artículo 14.3 dispone que: [d]eberán instituirse procedi-

mientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para solucionar las reivindi-

caciones de tierras formuladas por los pueblos interesados.

96.	 Esta norma internacional, en conjunción con los artículos 8 y 25 de la Convención 

Americana, obligan al Estado a ofrecer un recurso eficaz con las garantías del debido 

proceso a los miembros de las comunidades indígenas que les permita solicitar las 

reivindicaciones de tierras ancestrales, como garantía de su derecho a la propiedad 

comunal.

97.	 Los procedimientos establecidos en la Ley Nº 854/63 y en la Ley Nº 904/81 única-

mente permiten al IBR y al INDI, respectivamente, disponer de tierras fiscales, expropiar 

tierras irracionalmente explotadas o negociar con los propietarios privados, a efectos de 

entregarlas a las comunidades indígenas, pero cuando los propietarios particulares se 

niegan a vender las tierras y demuestran la explotación racional de las mismas, los miem-

bros de las comunidades indígenas no tienen un recurso administrativo efectivo que les 

permita reclamarlas.
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98.	 Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el proceso adminis-

trativo seguido ante IBR en colaboración con el INDI desconoció el principio del plazo 

razonable consagrado en la Convención Americana. Además, el Tribunal observa que 

este procedimiento se mostró abiertamente inefectivo para atender las solicitudes de 

reivindicación de las tierras que los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa con-

sideran como su hábitat ancestral y tradicional. 

99.	 La Corte ha dicho que el artículo 25 de la Convención se encuentra íntimamente 

ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la misma, que atribuye funciones de 

protección al derecho interno de los Estados Partes, de lo cual se desprende que el Estado 

tiene la responsabilidad de diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, así 

como la de asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades 

judiciales182.

100.	El artículo 2 de la Convención Americana obliga a los Estados Partes a adoptar, 

con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Con-

vención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 

efectivos los derechos y libertades protegidos por la misma Convención. Es necesario 

reafirmar que la obligación de adaptar la legislación interna es, por su propia naturale-

za, una de resultado183.

101.	La Corte ha señalado en otras oportunidades que esta norma impone a los Estados 

Partes la obligación general de adecuar su derecho interno a las normas de la propia 

Convención, para garantizar así los derechos consagrados en ésta. Las disposiciones de 

derecho interno que sirvan a este fin han de ser efectivas (principio del effet utile), lo que 

significa que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para que lo establecido 

en la Convención sea realmente cumplido. 

102.	De conformidad con el artículo 2 de la Convención deberán instituirse procedimien-

tos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para procesar las reivindicaciones 

de tierras de los pueblos indígenas interesados. Los Estados deberán establecer dichos 

182	 Cfr. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, párr. 

135; Caso Ivcher Bronstein, Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C Nº 74, párr. 135, y Caso de los “Niños 

de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C Nº 63, párr. 237.

183	 Cfr. Caso Caesar, Sentencia de 11 de marzo de 2005. Serie C Nº 123, párr. 93.
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procedimientos a fin de resolver los reclamos de modo que estos pueblos tengan una 

posibilidad real de devolución de sus tierras. Para ello, la obligación general de garantía 

establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado impone a los Estados el deber de asegurar 

que los trámites de esos procedimientos sean accesibles y simples y que los órganos a 

su cargo cuenten con las condiciones técnicas y materiales necesarias para dar oportuna 

respuesta a las solicitudes que se les hagan en el marco de dichos procedimientos. 

103.	En el presente caso, el Paraguay no ha adoptado las medidas adecuadas de derecho 

interno necesarias para asegurar un procedimiento efectivo que dé una solución defi-

nitiva a la reclamación planteada por los miembros de la Comunidad Yakye Axa, en los 

términos del párrafo anterior. 

104.	Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el procedimiento legal 

de reivindicación de tierras instaurado por los miembros de la Comunidad Yakye Axa 

desconoció el principio del plazo razonable y se mostró abiertamente inefectivo, todo ello 

en violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los 

artículos 1.1 y 2 de la misma.

105.	En cuanto al recurso de amparo y a las acciones de no innovar y anotación en la litis, 

la Corte considera que son procesos accesorios, que dependen del proceso administrati-

vo de reivindicación de tierras, que ya fue calificado por la Corte como inefectivo. Por lo 

que no hay necesidad de entrar en más detalles. 

[…]

IX.	Violación del artículo 21 de la Convención Americana 
(Derecho a la Propiedad Privada) en relación con los 
artículos 1.1 Y 2 de la misma

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

124.	Al analizar el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención en el presente 

caso, la Corte tomará en cuenta, a la luz de las reglas generales de interpretación estable-
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cidas en el artículo 29 de la misma y como lo ha hecho anteriormente191, la significación 

especial de la propiedad comunal de las tierras ancestrales para los pueblos indígenas, 

inclusive para preservar su identidad cultural y trasmitirla a las generaciones futuras, así 

como las gestiones que ha realizado el Estado para hacer plenamente efectivo este dere-

cho (supra párr. 51).

125.	En otras oportunidades, tanto este Tribunal192 como la Corte Europea de Derechos 

Humanos193 han señalado que los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, 

cuya interpretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones 

de vida actuales. Tal interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales de 

interpretación consagradas en el artículo 29 de la Convención Americana, así como las 

establecidas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 

126.	En este sentido, esta Corte ha afirmado que al dar interpretación a un tratado no 

sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con 

éste (inciso segundo del artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema 

dentro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31 de dicha Convención)194.

127.	En el presente caso, al analizar los alcances del citado artículo 21 de la Convención, 

el Tribunal considera útil y apropiado utilizar otros tratados internacionales distintitos a 

la Convención Americana, tales como el Convenio Nº 169 de la OIT, para interpretar sus 

disposiciones de acuerdo a la evolución del sistema interamericano, habida consideración 

191	 Cfr. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, 

párr. 148.

192	 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C Nº 110, párr. 165; 

Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, párr. 

146; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), Sentencia de 19 de noviembre de 1999. 

Serie C Nº 63, párr. 193, y El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las 

Garantías del Debido Proceso Legal. Opinión Consultiva OC-16/97 de 14 de noviembre de 1997. Serie A Nº 

16, párr. 114.

193	 Cfr. Eur. Court H.R., Tyrer v. The United Kingdom, 5856/72, judgment of 25 April 1978. Series A N° A26, 

párr. 31.

194	 Cfr. Caso Tibi, Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C Nº 114, párr. 144; Caso de los Hermanos Gómez 

Paquiyauri, supra nota 192, párr. 164; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 

182, párrs. 192 y 193; y El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías 

del Debido Proceso Legal, Opinión Consultiva OC-16/97 de 14 de noviembre de 1997. Serie A Nº 16, párr. 113.
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del desarrollo experimentado en esta materia en el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos.

128.	Al respecto, la Corte ha señalado que: El corpus juris del Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos está formado por un conjunto de instrumentos internacionales de 

contenido y efectos jurídicos variados (tratados, convenios, resoluciones y declaraciones). 

Su evolución dinámica ha ejercido un impacto positivo en el Derecho Internacional, en el 

sentido de afirmar y desarrollar la aptitud de este último para regular las relaciones entre 

los Estados y los seres humanos bajo sus respectivas jurisdicciones. Por lo tanto, esta 

Corte debe adoptar un criterio adecuado para considerar la cuestión sujeta a examen 

en el marco de la evolución de los derechos fundamentales de la persona humana en el 

derecho internacional contemporáneo195.

129.	Debe tenerse en cuenta, además, que en virtud del artículo 29.b) de la Convención 

ninguna disposición de ésta puede ser interpretada en el sentido de “limitar el goce y 

ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las 

leyes de cualquiera de los Estados partes o de acuerdo con otra convención en que sea 

parte uno de dichos Estados”.

130.	El Convenio Nº 169 de la OIT contiene diversas disposiciones que guardan relación 

con el derecho a la propiedad comunal de las comunidades indígenas que se examina en 

este caso, disposiciones que pueden ilustrar sobre el contenido y alcance del artículo 21 

de la Convención Americana. El Estado ratificó e incorporó el referido Convenio Nº 169 

a su derecho interno mediante la Ley Nº 234/93.

131.	Haciendo uso de los criterios señalados, este Tribunal ha resaltado que la estrecha 

relación que los indígenas mantienen con la tierra debe de ser reconocida y comprendida 

como la base fundamental de su cultura, vida espiritual, integridad, supervivencia econó-

mica y su preservación y transmisión a las generaciones futuras196.

195	 Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de 

Septiembre de 2003. Serie A Nº 18, párr. 120, y cfr. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular 

en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, Opinión Consultiva OC-16/97 de 14 de noviembre 

de 1997. Serie A Nº 16 párr. 115. 

196	 Cfr. Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Huma-

nos). Sentencia de 19 de noviembre 2004. Serie C Nº 116, párr. 85, y Caso Comunidad Mayagna (Sumo) 

Awas Tingni, Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, párr. 149.
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[…]

135.	La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde a una forma 

de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su estrecha rela-

ción con sus territorios tradicionales y los recursos que allí se encuentran, no sólo por ser 

estos su principal medio de subsistencia, sino además porque constituyen un elemento 

integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad cultural.

136.	Lo anterior guarda relación con lo expresado en el artículo 13 del Convenio Nº 169 

de la OIT, en el sentido de que los Estados deberán respetar “la importancia especial que 

para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con 

las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna 

otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación.”

137.	En consecuencia, la estrecha vinculación de los pueblos indígenas sobre sus territo-

rios tradicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se encuentren, así 

como los elementos incorporales que se desprendan de ellos, deben ser salvaguardados 

por el artículo 21 de la Convención Americana. Al respecto, en otras oportunidades, este 

Tribunal ha considerado que el término “bienes” utilizado en dicho artículo 21, contem-

pla “aquellas cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda formar 

parte del patrimonio de una persona; dicho concepto comprende todos los muebles e 

inmuebles, los elementos corporales e incorporales y cualquier otro objeto inmaterial 

susceptible de tener un valor”197.

[…]

140.	Ahora, en el presente caso no se discute la existencia del derecho de los miembros 

de las comunidades indígenas, específicamente de la Comunidad Yakye Axa, a sus te-

rritorios, en el entendido de lo que la tierra significa para sus miembros, ni se discute el 

hecho que la caza, pesca y recolección sea un elemento esencial de su cultura. Hay un 

consenso entre las partes respecto de la normativa interna que consagra los derechos 

territoriales de los miembros de las comunidades indígenas. Lo que está en discusión es 

la realización efectiva de estos derechos. 

197	 Cfr. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, 

párr. 144, y Caso Ivcher Bronstein, Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C Nº 74, párr. 122.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/3YULja

DR © 2014. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: 
Center for Justice and International Law - CEJIL. http://www.cejil.org/



Com
unidad Indígena Yakye A

xa vs. Paraguay

57

141.	Como ya fue señalado, Paraguay reconoce el derecho a la propiedad comunitaria 

de los pueblos indígenas, pero, en el presente caso, la Corte debe determinar si lo ha 

hecho efectivo en la realidad y la práctica. Está probado (…) que los miembros de la 

Comunidad iniciaron desde 1993 los trámites establecidos en la legislación interna para 

la reivindicación de los territorios que reclaman como propios, sin que hasta la fecha sus 

derechos territoriales hayan sido materializados. En efecto, el Estado en su contestación 

a la demanda “reconoc[ió] que por circunstancias de hecho y de derecho no ha podido 

satisfacer este derecho hasta la fecha”. 

[…]

143.	La Corte concuerda con el Estado en el sentido de que tanto la propiedad privada de 

los particulares como la propiedad comunitaria de los miembros de las comunidades in-

dígenas tienen la protección convencional que les otorga el artículo 21 de la Convención 

Americana. No obstante, el reconocimiento meramente abstracto o jurídico de las tierras, 

territorios o recursos indígenas carece prácticamente de sentido si no se ha establecido y 

delimitado físicamente la propiedad.

144.	Ahora bien, cuando la propiedad comunal indígena y la propiedad privada particu-

lar entran en contradicciones reales o aparentes, la propia Convención Americana y la 

jurisprudencia del Tribunal proveen las pautas para definir las restricciones admisibles al 

goce y ejercicio de estos derechos, a saber: a) deben estar establecidas por ley; b) deben 

ser necesarias; c) deben ser proporcionales, y d) deben hacerse con el fin de lograr un 

objetivo legítimo en una sociedad democrática.

145.	El artículo 21.1 de la Convención dispone que “[l]a ley puede subordinar [el] uso y 

goce [de los bienes] al interés social.” La necesidad de las restricciones legalmente con-

templadas dependerá de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo, 

siendo insuficiente que se demuestre, por ejemplo, que la ley cumple un propósito útil u 

oportuno. La proporcionalidad radica en que la restricción debe ajustarse estrechamente 

al logro de un legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo 

ejercicio del derecho restringido. Finalmente, para que sean compatibles con la Convención 

las restricciones deben justificarse según objetivos colectivos que, por su importancia, pre-

ponderen claramente sobre la necesidad del pleno goce del derecho restringido198.

198	 Cfr. (mutatis mutandi) Caso Ricardo Canese, Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C Nº 111, párr. 96; 

Caso Herrera Ulloa, Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C Nº 107, párr. 127, y Caso Ivcher Bronstein, 

Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C Nº 74, párr. 155.
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146.	Al aplicar estos estándares a los conflictos que se presentan entre la propiedad pri-

vada y los reclamos de reivindicación de propiedad ancestral de los miembros de comuni-

dades indígenas, los Estados deben valorar caso por caso las restricciones que resultarían 

del reconocimiento de un derecho por sobre el otro. Así, por ejemplo, los Estados deben 

tener en cuenta que los derechos territoriales indígenas abarcan un concepto más amplio 

y diferente que está relacionado con el derecho colectivo a la supervivencia como pueblo 

organizado, con el control de su hábitat como una condición necesaria para la repro-

ducción de su cultura, para su propio desarrollo y para llevar a cabo sus planes de vida. 

La propiedad sobre la tierra garantiza que los miembros de las comunidades indígenas 

conserven su patrimonio cultural.

147.	Al desconocerse el derecho ancestral de los miembros de las comunidades indígenas 

sobre sus territorios, se podría estar afectando otros derechos básicos, como el derecho a la 

identidad cultural y la supervivencia misma de las comunidades indígenas y sus miembros.

148.	Por el contrario, la restricción que se haga al derecho a la propiedad privada de 

particulares pudiera ser necesaria para lograr el objetivo colectivo de preservar las identi-

dades culturales en una sociedad democrática y pluralista en el sentido de la Convención 

Americana; y proporcional, si se hace el pago de una justa indemnización a los perjudica-

dos, de conformidad con el artículo 21.2 de la Convención.

149.	Esto no significa que siempre que estén en conflicto los intereses territoriales par-

ticulares o estatales y los intereses territoriales de los miembros de las comunidades in-

dígenas, prevalezcan los últimos por sobre los primeros. Cuando los Estados se vean 

imposibilitados, por razones concretas y justificadas, de adoptar medidas para devolver 

el territorio tradicional y los recursos comunales de las poblaciones indígenas, la compen-

sación que se otorgue debe tener como orientación principal el significado que tiene la 

tierra para éstas (…).

150.	Al respecto, el artículo 16.4 del Convenio Nº 169 de la OIT, al referirse al retorno 

de los pueblos indígenas a los territorios de los que han sido desplazados señala que: 

cuando el retorno no sea posible, (…) dichos pueblos deberán recibir, en todos los casos 

posibles, tierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de 

las tierras que ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus necesidades 

y garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos interesados prefieran recibir una 

indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles dicha indemnización, con 

las garantías apropiadas.
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151.	La elección y entrega de tierras alternativas, el pago de una justa indemnización 

o ambos no quedan sujetas a criterios meramente discrecionales del Estado, deben ser, 

conforme a una interpretación integral del Convenio Nº 169 de la OIT y de la Convención 

Americana, consensuadas con los pueblos interesados, conforme a sus propios procedi-

mientos de consulta, valores, usos y derecho consuetudinario.

[…]

154.	La garantía del derecho a la propiedad comunitaria de los pueblos indígenas debe 

tomar en cuenta que la tierra está estrechamente relacionada con sus tradiciones y ex-

presiones orales, sus costumbres y lenguas, sus artes y rituales, sus conocimientos y usos 

relacionados con la naturaleza, sus artes culinarias, el derecho consuetudinario, su ves-

timenta, filosofía y valores. En función de su entorno, su integración con la naturaleza 

y su historia, los miembros de las comunidades indígenas transmiten de generación en 

generación este patrimonio cultural inmaterial, que es recreado constantemente por los 

miembros de las comunidades y grupos indígenas.

155.	Si bien el Paraguay reconoce el derecho a la propiedad comunitaria en su propio 

ordenamiento, no ha adoptado las medidas adecuadas de derecho interno necesarias 

para garantizar el uso y goce efectivo por parte de los miembros de la Comunidad Yakye 

Axa de sus tierras tradicionales y con ello ha amenazado el libre desarrollo y transmisión 

de su cultura y prácticas tradicionales, en los términos señalados en el párrafo anterior.

156.	Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 21 de la 

Convención Americana, en perjuicio de los miembros de la Comunidad Yakye Axa, en 

relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma.

X.	 Violación del artículo 4.1 de la Convención Americana 
(Derecho a la Vida) en relación con el artículo 1.1 de la 
misma

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]
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161.	Este Tribunal ha sostenido que el derecho a la vida es fundamental en la Con-

vención Americana, por cuanto de su salvaguarda depende la realización de los demás 

derechos200. Al no respetarse el derecho a la vida, todos los demás derechos desapare-

cen, puesto que se extingue su titular201. En razón de este carácter fundamental, no son 

admisibles enfoques restrictivos al derecho a la vida. En esencia, este derecho comprende 

no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino 

también el derecho a que no se generen condiciones que le impidan o dificulten el acceso 

a una existencia digna202.

162.	Una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición 

de garante, con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida, es la de generar 

las condiciones de vida mínimas compatibles con la dignidad de la persona humana203 y 

a no producir condiciones que la dificulten o impidan. En este sentido, el Estado tiene el 

deber de adoptar medidas positivas, concretas y orientadas a la satisfacción del derecho 

a una vida digna, en especial cuando se trata de personas en situación de vulnerabilidad 

y riesgo, cuya atención se vuelve prioritaria.

163.	En el presente caso, la Corte debe establecer si el Estado generó condiciones que 

agudizaron las dificultades de acceso a una vida digna de los miembros de la Comu-

nidad Yakye Axa y si, en ese contexto, adoptó las medidas positivas apropiadas para 

satisfacer esa obligación, que tomen en cuenta la situación de especial vulnerabilidad a 

la que fueron llevados, afectando su forma de vida diferente (sistemas de comprensión 

200	 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C Nº 112, 

párr. 156; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 192, párr. 128; Caso Myrna Mack Chang, 

Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C Nº 101 párr. 152, y Caso de los “Niños de la Calle” 

(Villagrán Morales y otros), Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C Nº 63, párr. 144.

201	 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 200, párr. 156; Caso de los Hermanos Gómez 

Paquiyauri, supra nota 192, párr. 128; Caso Myrna Mack Chang, Sentencia de 25 de noviembre de 2003. 

Serie C Nº 101 párr. 152, y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 182, párr. 

144.

202	 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 200, párr. 156; Caso de los Hermanos Gómez 

Paquiyauri, supra nota 192, párr. 128; Caso Myrna Mack Chang, Sentencia de 25 de noviembre de 2003. 

Serie C Nº 101, párr. 152, y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 182, párr. 

144.

203	 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 200, párr. 159.
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del mundo diferentes de los de la cultura occidental, que comprende la estrecha relación 

que mantienen con la tierra) y su proyecto de vida, en su dimensión individual y colectiva, 

a la luz del corpus juris internacional existente sobre la protección especial que requieren 

los miembros de las comunidades indígenas, a la luz de lo expuesto en el artículo 4 de 

la Convención, en relación con el deber general de garantía contenido en el artículo 1.1 

y con el deber de desarrollo progresivo contenido en el artículo 26 de la misma, y de los 

artículos 10 (Derecho a la Salud); 11 (Derecho a un Medio Ambiente Sano); 12 (Dere-

cho a la Alimentación); 13 (Derecho a la Educación) y 14 (Derecho a los Beneficios de 

la Cultura) del Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales204, y las disposiciones pertinentes del Convenio Nº 169 

de la OIT.

164.	En el capítulo sobre hechos probados (…) se concluyó que los miembros de la Co-

munidad Yakye Axa viven en condiciones de miseria extrema como consecuencia de la 

falta de tierra y acceso a recursos naturales, producida por los hechos materia de este 

proceso, así como a la precariedad del asentamiento temporal en el cual se han visto 

obligados a permanecer y a la espera de la resolución de su solicitud de reivindicación 

de tierras. Este Tribunal observa que, conforme a lo manifestado por los señores Esteban 

López, Tomás Galeano e Inocencia Gómez durante la audiencia pública celebrada en el 

presente caso (…), los miembros de la Comunidad Yakye Axa hubiesen podido abaste-

cerse en parte de los bienes necesarios para su subsistencia de haber estado en posesión 

de sus tierras tradicionales. El desplazamiento de los miembros de la Comunidad de 

estas tierras ha ocasionado que tengan especiales y graves dificultades para obtener 

alimento, principalmente porque la zona que comprende su asentamiento temporal no 

cuenta con las condiciones adecuadas para el cultivo ni para la práctica de sus actividades 

tradicionales de subsistencia, tales como caza, pesca y recolección. Asimismo, en este 

asentamiento los miembros de la Comunidad Yakye Axa ven imposibilitado el acceso a 

una vivienda adecuada dotada de los servicios básicos mínimos, así como a agua limpia y 

servicios sanitarios.

165.	Estas condiciones impactan negativamente en la debida nutrición de los miembros 

de la Comunidad que se encuentran en este asentamiento (…). A ello se suma, tal como 

204	 El Paraguay ratificó el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales el 3 de junio de 1997. El Protocolo entró en vigencia inter-

nacional el 16 de noviembre de 1999.
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ha sido probado en el presente caso (…), las especiales deficiencias en la educación que 

reciben los niños y la inaccesibilidad física y económica a la atención de salud en la que 

se encuentran los miembros de la Comunidad.

166.	Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Nacio-

nes Unidas en su Observación General 14 sobre el derecho al disfrute del más alto nivel 

posible de salud señaló que: [l]os pueblos indígenas tienen derecho a medidas específicas 

que les permitan mejorar su acceso a los servicios de salud y a las atenciones de la salud. 

Los servicios de salud deben ser apropiados desde el punto de vista cultural, es decir, 

tener en cuenta los cuidados preventivos, las prácticas curativas y las medicinas tradicio-

nales (…). Para las comunidades indígenas, la salud del individuo se suele vincular con la 

salud de la sociedad en su conjunto y presenta una dimensión colectiva. A este respecto, 

el Comité considera que (…) la (…) pérdida por esas poblaciones de sus recursos alimen-

ticios y la ruptura de su relación simbiótica con la tierra, ejercen un efecto perjudicial 

sobre la salud de esas poblaciones205.

167.	Las afectaciones especiales del derecho a la salud, e íntimamente vinculadas con él, 

las del derecho a la alimentación y el acceso al agua limpia impactan de manera aguda 

el derecho a una existencia digna y las condiciones básicas para el ejercicio de otros 

derechos humanos, como el derecho a la educación o el derecho a la identidad cultural. 

En el caso de los pueblos indígenas el acceso a sus tierras ancestrales y al uso y disfrute 

de los recursos naturales que en ellas se encuentran están directamente vinculados con 

la obtención de alimento y el acceso a agua limpia. Al respecto, el citado Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha destacado la especial vulnerabilidad de 

muchos grupos de pueblos indígenas cuyo acceso a las tierras ancestrales puede verse 

amenazado y, por lo tanto, su posibilidad de acceder a medios para obtener alimento y 

agua limpia206.

168.	En el capítulo anterior, este Tribunal estableció que el Estado no había garantizado 

el derecho de los miembros de la Comunidad Yakye Axa a la propiedad comunitaria. La 

Corte considera que este hecho ha afectado el derecho a una vida digna de los miembros 

205	 UN. Doc. E/C.12/2000/4. El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 12 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), (22º período de sesiones, 2000), párr. 27.

206	 Cfr. U.N. Doc. E/C.12/1999/5. El derecho a una alimentación adecuada (art. 11), (20º período de sesiones, 

1999), párr. 13, y U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7 at 117. El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Interna-

cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), (29º período de sesiones 2002), párr. 16.
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de la Comunidad, ya que los ha privado de la posibilidad de acceder a sus medios de 

subsistencia tradicionales, así como del uso y disfrute de los recursos naturales necesarios 

para la obtención de agua limpia y para la práctica de la medicina tradicional de preven-

ción y cura de enfermedades. A esto se suma que el Estado no ha adoptado las medidas 

positivas necesarias que permitan asegurar a los miembros de la Comunidad Yakye Axa, 

durante el período que han permanecido sin territorio, las condiciones de vida compati-

bles con su dignidad, a pesar de que el 23 de junio de 1999 el Presidente del Paraguay 

emitió el Decreto Nº 3.789 que declaró en estado de emergencia a la Comunidad (…).

[…]

171.	Esta Corte ha tenido por probado que una parte importante de la Comunidad Yakye 

Axa salió voluntariamente de su antiguo asentamiento en la Estancia “El Estribo” en el 

año 1996, con el objetivo de recuperar las tierras que consideran propias, de las cuales 

partieron en el año 1986 (…). Ante la prohibición de ingresar al territorio reclamado, los 

miembros de la Comunidad decidieron instalarse frente a éste, al costado de una carrete-

ra nacional, como parte de su lucha por la reivindicación de su territorio. Si bien el Estado 

ha ofrecido trasladarlos temporalmente a otras tierras, estas ofertas han sido rechazadas, 

ya que, según los miembros de la Comunidad, no fueron consultados debidamente, to-

mando en consideración el significado que para ellos tiene permanecer en esas tierras, o 

bien, se hubiesen producido conflictos con otras comunidades indígenas (…).

172.	La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que reviste la situación 

de los niños y los ancianos de la Comunidad Yakye Axa. En otras oportunidades, este 

Tribunal ha establecido que en materia de derecho a la vida de los niños, el Estado tie-

ne, además de las obligaciones señaladas para toda persona, la obligación adicional de 

promover las medidas de protección a las que se refiere el artículo 19 de la Convención 

Americana. Por una parte, debe asumir su posición especial de garante con mayor cui-

dado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas en el principio del 

interés superior del niño207. En el presente caso, el Estado tiene la obligación, inter alia, 

207	 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 200, párr. 160; Caso de los Hermanos Gómez 

Paquiyauri, supra nota 192, párrs. 124, 163-164, y 171; Caso Bulacio, Sentencia de 18 de septiembre de 

2003. Serie C Nº 100, párrs. 126 y 134; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra 

nota 182, párrs. 146 y 191. En el mismo sentido, cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. 

Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A Nº 17, párrs. 56 y 60.
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de proveer a los niños de la Comunidad de las condiciones básicas orientadas a asegurar 

que la situación de vulnerabilidad en que se encuentra su Comunidad por la falta de 

territorio, no limitará su desarrollo o destruirá sus proyectos de vida208. 

[…]

175.	En lo que se refiere a la especial consideración que merecen las personas de edad 

avanzada, es importante que el Estado adopte medidas destinadas a mantener su fun-

cionalidad y autonomía, garantizando el derecho a una alimentación adecuada acceso 

a agua limpia y a atención de salud. En particular, el Estado debe atender a los ancianos 

con enfermedades crónicas y en fase terminal, ahorrándoles sufrimientos evitables. En 

este caso, se debe tomar en consideración que en la Comunidad indígena Yakye Axa la 

transmisión oral de la cultura a las nuevas generaciones está a cargo principalmente de 

los ancianos (…).

176.	En consecuencia con lo dicho anteriormente, la Corte declara que el Estado violó el 

artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 

perjuicio de los miembros de la Comunidad Yakye Axa, por no adoptar medidas frente a 

las condiciones que afectaron sus posibilidades de tener una vida digna.

177.	Finalmente, la Comisión y los representantes alegaron que el Estado es responsa-

ble por la muerte de dieciséis miembros de la Comunidad Yakye Axa por causas que 

habrían podido evitarse con una adecuada alimentación y asistencia médica, y como 

consecuencia de la falta de respuesta adecuada y oportuna del Estado al reclamo de la 

Comunidad de su tierra ancestral. De conformidad con el artículo 4.1 de la Convención 

toda persona tiene derecho a que se respete y garantice su vida y a no ser privado de 

ella arbitrariamente. Si bien esta Corte considera que, en general, la obligación de 

respetar y garantizar la vida de las personas sujetas a su jurisdicción tiene relación con 

la responsabilidad del Estado que se puede derivar de su acción u omisión, en el caso 

de la alegada responsabilidad por la muerte de las dieciséis personas, esta Corte no 

dispone de los elementos probatorios suficientes como para establecer las causas de los 

mencionados fallecimientos.

208	 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 200, párr. 160; Condición Jurídica y Derechos 

Humanos del Niño, supra nota 207, párrs. 80-81, 84, y 86-88, y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán 

Morales y otros), supra nota 182, párr. 196.
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[…]

XI.	Reparaciones- Aplicación del artículo 63.1

[…]

Consideraciones de la Corte

188. En el presente caso, la Corte comparte el criterio de la Comisión y los representantes 

en el sentido de que las reparaciones adquieren una especial significación colectiva. Al 

respecto, este Tribunal consideró en un caso que involucraba pueblos indígenas que “la 

reparación individual tiene como un componente importante las reparaciones que esta 

Corte otorga más adelante a los miembros de las comunidades en su conjunto”214.

189.	(…) la Corte considera que los beneficiarios de las reparaciones que se ordenan en 

la presente Sentencia son los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa, detallados 

en la lista obrante en el anexo A de esta Sentencia.

B)	 Daño material

[…]

194.	El Tribunal considera que en el presente caso la indemnización por el daño material 

debe comprender los gastos en que incurrieron los miembros de la Comunidad Yakye 

Axa en las diversas gestiones que realizaron con el fin de recobrar las tierras que consi-

deraban como propias, tales como movilizaciones y traslados a distintas dependencias 

estatales (…). La Corte estima que el Estado debe otorgar una indemnización por dichos 

gastos, pues tienen un nexo causal directo con los hechos violatorios de este caso y no se 

trata de erogaciones realizadas por motivo del acceso a la justicia216 (…).

195.	Al respecto, la Corte toma nota de que algunos de dichos gastos fueron asumidos 

por la organización Tierraviva, representante de las víctimas, y que se trata de gastos 

generados como consecuencia de las violaciones declaradas en esta Sentencia. En con-

214	 Cfr. Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 196, párr. 86.

216	 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C Nº 120, párr. 152.
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secuencia, la Corte fija, en equidad, la cantidad de US$ 45.000,00 (cuarenta y cinco mil 

dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda paraguaya, por 

concepto de los referidos gastos en que incurrieron los miembros de la Comunidad Yakye 

Axa, algunos de los cuales fueron sufragados por Tierraviva. Dicha cantidad será puesta a 

disposición de los líderes de la Comunidad, quienes deberán reintegrar a la organización 

Tierraviva el monto que corresponda y el saldo restante será utilizado en lo que los miem-

bros de la Comunidad indígena decidan conforme a sus propias necesidades y formas de 

decisión, usos, valores y costumbres.

C)	 Daño inmaterial

[…]

202.	Este Tribunal observa que la falta de concreción del derecho a la propiedad comunal 

de los miembros de la Comunidad Yakye Axa, así como las graves condiciones de vida a 

las que se han visto sometidos como consecuencia de la demora estatal en la efectiviza-

ción de sus derechos territoriales deben ser valoradas por la Corte al momento de fijar el 

daño inmaterial.

203.	De igual forma, la Corte observa que la significación especial que la tierra tiene 

para los pueblos indígenas en general, y para la Comunidad Yakye Axa en particular (…), 

implica que toda denegación al goce o ejercicio de los derechos territoriales acarrea el 

menoscabo de valores muy representativos para los miembros de dichos pueblos, quie-

nes corren el peligro de perder o sufrir daños irreparables en su vida e identidad cultural 

y en el patrimonio cultural a transmitirse a las futuras generaciones.

[…]

205.	Teniendo en cuenta todo lo anterior, así como las distintas facetas del daño aducidas 

por la Comisión y por los representantes, la Corte, conforme a la equidad y basándose 

en una apreciación prudente del daño inmaterial, estima pertinente que el Estado deberá 

crear un programa y un fondo de desarrollo comunitario que serán implementados en 

las tierras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad con los 

párrafos 215 a 217 de esta Sentencia. El programa comunitario consistirá en el suminis-

tro de agua potable e infraestructura sanitaria. Además del referido programa, el Estado 

deberá destinar la cantidad de US $950.000,00 (novecientos cincuenta mil dólares de los 

Estados Unidos de América), para un fondo de desarrollo comunitario, el cual consistirá 
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en la implementación de proyectos educacionales, habitacionales, agrícolas y de salud 

en beneficio de los miembros de la Comunidad. Los elementos específicos de dichos 

proyectos deberán ser determinados por un comité de implementación, que se describe 

a continuación, y deberán ser completados en un plazo de dos años, contados a partir de 

la entrega de las tierras a los miembros de la Comunidad indígena.

[…]

D)	 Otras Formas de Reparación (Medidas de Satisfacción y Garantías de no 

Repetición)

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

a)	 Entrega de los territorios tradicionales a la Comunidad indígena Yakye Axa 

211.	Las violaciones a los derechos humanos ocasionadas a los miembros de la Comuni-

dad Yakye Axa declaradas en la presente Sentencia tienen como base común primordial-

mente la falta de materialización de los derechos territoriales ancestrales de los miembros 

de la Comunidad, cuya existencia no ha sido discutida por el Estado. (…)

[…]

215.	A la Corte no le compete determinar cuál es el territorio tradicional de la Comu-

nidad indígena Yakye Axa, pero sí establecer si el Estado ha respetado y garantizado el 

derecho a la propiedad comunal de sus miembros, como en efecto lo ha hecho en la 

presente Sentencia (…). Por la razón anterior, corresponde al Estado delimitar, demarcar, 

titular y entregar las tierras, de conformidad con los párrafos 137 a 154 de la presente 

Sentencia.

216.	Para ello, es necesario considerar que las víctimas del presente caso poseen hasta 

hoy conciencia de una historia exclusiva común; son la expresión sedentarizada de una 

de las bandas del pueblo indígena de los Chanawatsan, de la familia lingüística de los 

Lengua-Maskoy, que tenían un modo de ocupación tradicional de cazadores-recolectores 
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(…). La posesión de su territorio tradicional está marcada de forma indeleble en su me-

moria histórica y la relación que mantienen con la tierra es de una calidad tal que su des-

vinculación de la misma implica riesgo cierto de una pérdida étnica y cultural irreparable, 

con la consecuente vacante para la diversidad que tal hecho acarrearía. Dentro del proce-

so de sedentarización, la Comunidad Yakye Axa adoptó una identidad propia relacionada 

con un espacio geográfico determinado física y culturalmente, que corresponde a una 

parte específica de lo que fue el vasto territorio Chanawatsan.

217.	Por lo expuesto, el Estado deberá identificar ese territorio tradicional y entregarlo de 

manera gratuita a la Comunidad Yakye Axa, en un plazo máximo de tres años contados 

a partir de la notificación de la presente Sentencia. En caso de que el territorio tradicio-

nal se encuentre en manos privadas, el Estado deberá valorar la legalidad, necesidad y 

proporcionalidad de la expropiación o no de esas tierras con el fin de lograr un objetivo 

legítimo en una sociedad democrática, (…). Para ello, deberá tomar en cuenta las par-

ticularidades propias de la Comunidad indígena Yakye Axa, así como sus valores, usos, 

costumbres y derecho consuetudinario. Si por motivos objetivos y fundamentados, la 

reivindicación del territorio ancestral de los miembros de la Comunidad Yakye Axa no 

fuera posible, el Estado deberá entregarle tierras alternativas, que serán electas de modo 

consensuado con la Comunidad, conforme a sus propias formas de consulta y decisión, 

valores, usos y costumbres. En uno u otro caso, la extensión de las tierras deberá ser la 

suficiente para garantizar el mantenimiento y desarrollo de la propia forma de vida de la 

Comunidad. 

218.	A efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior, el Estado, de ser 

necesario, deberá crear un fondo destinado exclusivamente a la adquisición de las tierras 

a entregarse a la Comunidad Yakye Axa, en un plazo máximo de un año contado a partir 

de la notificación de la presente Sentencia, fondo que será destinado bien sea para la 

compra de la tierra a propietarios particulares o para el pago de una justa indemnización 

a los perjudicados en caso de expropiación, según corresponda.

b)	 Suministro de bienes y servicios básicos

[…]

221.	(…) el Tribunal dispone que, mientras la Comunidad se encuentre sin tierras, dado 

su especial estado de vulnerabilidad y su imposibilidad de acceder a sus mecanismos 

tradicionales de subsistencia, el Estado deberá suministrar, de manera inmediata y pe-
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riódica, agua potable suficiente para el consumo y aseo personal de los miembros de la 

Comunidad; brindar atención médica periódica y medicinas adecuadas para conservar la 

salud de todas las personas, especialmente los niños, niñas, ancianos y mujeres emba-

razadas, incluyendo medicinas y tratamiento adecuado para la desparasitación de todos 

los miembros de la Comunidad; entregar alimentos en cantidad, variedad y calidad sufi-

cientes para que los miembros de la Comunidad tengan las condiciones mínimas de una 

vida digna; facilitar letrinas o cualquier tipo de servicio sanitario adecuado a fin de que 

se maneje efectiva y salubremente los desechos biológicos de la Comunidad; y dotar a 

la escuela ubicada en el asentamiento actual de la Comunidad, con materiales bilingües 

suficientes para la debida educación de sus alumnos.

c)	 Adecuación de la legislación interna a la Convención Americana

[…]

225.	La Corte considera que es necesario que el Estado garantice el goce efectivo los 

derechos reconocidos en su Constitución Política y en su legislación, de conformidad con 

la Convención Americana. En consecuencia, el Estado, en un plazo razonable, deberá 

adoptar en su derecho interno, según lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención 

Americana, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean 

necesarias para crear un mecanismo eficaz de reclamación de tierras ancestrales de los 

pueblos indígenas que haga cierto su derecho de propiedad y que tenga en cuenta su 

derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres.

d)	 Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional

226. Como lo ha dispuesto en otros casos220, la Corte considera necesario, con el fin de 

reparar el daño causado a las víctimas, que el Estado realice un acto público de recono-

cimiento de su responsabilidad, acordado previamente con las víctimas y sus represen-

tantes, en relación con las violaciones declaradas en esta Sentencia. Este acto deberá 

realizarse en el asiento actual de la Comunidad Yakye Axa, en una ceremonia pública, 

con la presencia de altas autoridades del Estado y de los miembros de la Comunidad 

que residen en otras zonas, acto en el cual se debe dar participación a los líderes de la 

220	 Cfr. Caso Huilca Tecse, Sentencia de 3 de marzo de 2005. Serie C Nº 121 párr. 111; Caso de las Hermanas 

Serrano Cruz, Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C Nº 120, párr. 194, y Caso Carpio Nicolle y otros, 

Sentencia 22 de noviembre. 2004. Serie C. Nº 117, párr. 136.
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Comunidad221. El Estado debe disponer los medios necesarios para facilitar la presencia 

de dichas personas en el acto mencionado222. Además, el Estado debe realizar dicho acto 

tanto en el idioma enxet como en el idioma español o guaraní y difundirlo a través de los 

medios de comunicación223. En ese acto el Estado debe tomar en cuenta las tradiciones y 

costumbres de los miembros de la Comunidad. Para ello, el Estado cuenta con un plazo 

de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.

[…]

XIV.	 Puntos Resolutivos

242.	Por tanto, 

La Corte, 

Declara que:

[…]

Y, por unanimidad, dispone que:

6.	 el Estado deberá identificar el territorio tradicional de los miembros de la Comuni-

dad indígena Yakye Axa y entregárselos de manera gratuita, en un plazo máximo de tres 

años contados a partir de la notificación de la presente Sentencia, (…). 

7.	 mientras los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa se encuentren sin 

tierras, el Estado deberá suministrarles los bienes y servicios básicos necesarios para su 

subsistencia, (…).

221	 Cfr. Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 196, párr. 100.

222	 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C Nº 120 párr. 194, y Caso 

Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 196, párr. 100.

223	 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C Nº 120, párr. 194; Caso 

Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 196, párr. 100, y Caso Myrna Mack Chang, Sentencia 

de 25 de noviembre de 2003. Serie C Nº 101 párr. 278.
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8.	 el Estado deberá crear un fondo destinado exclusivamente a la adquisición de las 

tierras a entregarse a los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa, en un plazo 

máximo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, (…). 

9.	 el Estado deberá implementar un programa y un fondo de desarrollo comunitario, 

(…).

10.	 el Estado deberá adoptar en su derecho interno, en un plazo razonable, las medidas 

legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para garanti-

zar el efectivo goce del derecho a la propiedad de los miembros de los pueblos indígenas, 

(…).

11.	 el Estado deberá realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad, 

dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, 

(…).

12.	 el Estado deberá publicar, dentro del plazo de un año contado a partir de la notifi-

cación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro diario 

de circulación nacional, tanto la sección denominada Hechos Probados como los puntos 

resolutivos Primero a Décimo Cuarto de ésta. Asimismo, el Estado deberá financiar la 

transmisión radial de esta Sentencia, (…).

13.	 el Estado deberá efectuar los pagos por concepto de daño material y costas y gastos 

dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación del presente fallo, (…).

14.	 la Corte supervisará el cumplimiento de esta Sentencia y dará por concluido el pre-

sente caso una vez que el Estado haya dado cabal aplicación a lo dispuesto en la misma. 

Dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia, el 

Estado deberá rendir a la Corte un informe sobre las medidas tomadas para darle cum-

plimiento, (…).

[…]
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[…]

III.	 Introducción de la Demanda de Interpretación y su 
Objeto

5.	 El 14 de octubre de 2005 los representantes presentaron una demanda de interpre-

tación de la Sentencia de fondo, de conformidad con los artículos 67 de la Convención y 

59 del Reglamento.

6.	 En la demanda de interpretación los representantes se refirieron a dos aspectos: a) 

al contenido del punto resolutivo sexto de la Sentencia de fondo que, a su criterio, “por 

un lado obliga al Estado a la restitución del territorio tradicional de los miembros de la 

[C]omunidad, pero por el otro, parecería ordenar la ‘identificación’ del área en cues-

tión”, y b) la manera en la que operaría en la práctica la obligación del Estado, contenida 

en el punto resolutivo octavo de la mencionada Sentencia de fondo, de crear un fondo 

destinado exclusivamente a la adquisición de las tierras a entregarse a los miembros de la 

Comunidad Yakye Axa, “dado que el plazo para este menester es menor al previsto para 

la identificación, delimitación, demarcación, titulación y entrega gratuita de las tierras[,] 

cuyo precio debería ser presupuestado previamente”. 

[…]

VI.	Respecto del Territorio a Identificar (Punto Resolutivo 
Sexto de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas)

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

23.	 (…) la Corte Interamericana dejó establecido con claridad que es el Estado a quien co-

rresponde la tarea de la identificación del territorio de la Comunidad, y su posterior delimi-

tación, demarcación, titulación y entrega, puesto que es el Estado el que posee los medios 

técnicos y científicos necesarios para la realización de dichas tareas. No obstante, como se 

desprende del Capítulo de Hechos Probados de la Sentencia de Fondo, ya existen ciertos 

recaudos y diligencias procesales ante las instituciones estatales competentes que se han 
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elaborado con tal fin, lo que indudablemente deberá ser tomado en cuenta por el Estado 

a la hora de identificar el territorio y la extensión del mismo a entregarse a la Comunidad 

Yakye Axa. Asimismo, el Tribunal reconoció en el párrafo 216 de la Sentencia de fondo, que 

“la posesión [del] territorio tradicional está marcada de forma indeleble en [la] memoria 

histórica [de los miembros de la Comunidad Yakye Axa]”, y que dentro del proceso de se-

dentarización, dicha Comunidad “adoptó una identidad propia relacionada con un espacio 

geográfico determinado física y culturalmente”. Esa memoria histórica e identidad propia 

deberán ser especialmente consideradas al identificarse el territorio a serles entregado. 

24.	 Por otro lado, como se desprende del texto de la Sentencia de fondo emitida en el 

presente caso, la Corte previó la posibilidad de que, luego de concluidas las diligencias 

necesarias, las autoridades estatales competentes establezcan que el territorio tradicio-

nal de la Comunidad Yakye Axa corresponde a la totalidad o a una parcialidad de una 

o más propiedades que se encuentren en manos privadas. En efecto, de presentarse tal 

supuesto, el párrafo 217 de la Sentencia de fondo dispone que el Estado “deberá valorar 

la legalidad, necesidad y proporcionalidad de la expropiación o no de esas tierras con el 

fin de lograr un objetivo legítimo en una sociedad democrática”, y que para ello, “deberá 

tomar en cuenta las particularidades propias de la Comunidad indígena Yakye Axa, así 

como sus valores, usos, costumbres y derecho consuetudinario”.

25.	 La Corte anticipó igualmente que “[s]i por motivos objetivos y fundamentados, la 

reivindicación del territorio ancestral de los miembros de la Comunidad Yakye Axa no 

fuera posible, el Estado deberá entregarle tierras alternativas, que serán electas de modo 

consensuado con la Comunidad, conforme a sus propias formas de consulta y decisión, 

valores, usos y costumbres”3. Al respecto, debe tenerse en cuenta que, de conformidad 

con los párrafos 144 a 149 de la Sentencia de fondo, el hecho de que el territorio tra-

dicional de la Comunidad se encuentre en manos privadas, no sería per ser un motivo 

“objetivo y fundamentado” que impida la reivindicación. 

26.	 De esta forma, el Tribunal deja establecido con claridad que la tarea de identificar el 

territorio tradicional de la Comunidad Yakye Axa corresponde al Paraguay. No obstante, 

dicha labor deberá atenerse a lo dispuesto en la sentencia del Tribunal, en el sentido 

de que deberá tomar muy en cuenta los valores, usos, costumbres y derecho consue-

tudinario de los miembros de la Comunidad, que los ligan a un territorio determinado. 

3	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 

217.
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Asimismo, en lo que respecta a la entrega de dicho territorio, de darse el caso que luego 

del proceso de identificación se desprenda que se encuentra en manos privadas, el Esta-

do deberá valorar la conveniencia de la expropiación del mismo, teniendo en cuenta la 

especial significación que éste tiene para la Comunidad. Finalmente, de darse motivos 

objetivos y fundamentados que imposibiliten que el Estado reivindique el territorio iden-

tificado como el tradicional de la Comunidad, deberá entregarle tierras alternativas, que 

serán electas de manera consensuada. En cualquiera de los casos, conforme se despren-

de del párrafo 217 de la Sentencia de fondo, “la extensión de las tierras deberá ser la 

suficiente para garantizar el mantenimiento y desarrollo de la propia forma de vida de la 

Comunidad”.

27.	 De conformidad con lo anteriormente señalado, el Tribunal ha determinado el sen-

tido y alcance de lo dispuesto en el punto resolutivo sexto de la Sentencia de fondo.

VIII.	P untos Resolutivos

38.	 Por las razones expuestas,

La Corte Interamericana de Derechos Humanos

de conformidad con el artículo 67 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

y los artículos 29.3 y 59 del Reglamento

Decide:

Por unanimidad,

1.	 Determinar el sentido y alcance de lo dispuesto en el punto resolutivo sexto de la 

Sentencia sobre fondo, reparaciones y costas, en los términos de los párrafos 21 a 27 de 

la presente Sentencia de interpretación.

2.	 Determinar el sentido y alcance de lo dispuesto en el punto resolutivo octavo de la 

Sentencia sobre fondo, reparaciones y costas, en los términos de los párrafos 31 a 37 de 

la presente Sentencia de interpretación.
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